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			Prefacio del editor

			El objetivo de la filosofía, pensaba Marx, no es solo interpretar el mundo, sino también cambiarlo. Es una obligación que se antoja especialmente relevante para una subcategoría del pensamiento filosófico, la ética aplicada. No parece que tenga mucho sentido filosofar acerca de cuestiones morales en disputa —los límites de la libertad de expresión, el control de armas, la eutanasia o el dopaje deportivo— si ello no influye en el debate público. Sin embargo, a pesar de la fascinante producción académica en todas las áreas de la filosofía moral aplicada, poca cosa es la que finalmente llega al gran público. Los medios de comunicación están repletos de comentaristas que no dejan de hablar acerca de problemas en cuyo tratamiento hay filósofos que son especialistas, pero rara vez se llama a un filósofo para que intervenga en una tertulia.

			En gran medida esto es culpa de los filósofos —que frecuentemente se expresan mediante un lenguaje abstruso y técnico, inaccesible para cualquiera que viva al margen de la academia—. Espero que esto no sea una acusación que pueda formularse en contra de quienes han aceptado colaborar en este libro.

			Todos los colaboradores están relacionados con Oxford. En el campo de la ética aplicada, la Universidad de Oxford tiene una extraordinaria reputación. Buena parte de ello se debe a la labor del Centro Uehiro para la Ética Práctica. En 2007, el Centro Uehiro abrió un blog con actualizaciones diarias en el que algunos filósofos ofrecían su punto de vista sobre algunos temas que salían en las noticias. El «blog de ética práctica» ha llegado a día de hoy a casi dos mil entradas que han recibido millones de visitas. Para el Centro Uehiro, el blog se ha convertido en una parte fundamental de sus actividades divulgativas, exponiendo su labor ante un público más amplio. Se ha revelado también como un fértil y experimental campo de pruebas para ideas. Un blog es la antítesis de una revista académica sometida a estándares de calidad. El «blog de ética práctica» les ha proporcionado a muchos filósofos la oportunidad de plantear nuevos argumentos frecuentemente contraintuitivos, y todo ello en un estilo más suelto de lo que sería apropiado en una publicación académica. Muchas de las entradas que han sido incluidas en este libro se resisten a morir tras haber obtenido resonancia en los medios.

			Este libro es una selección de las entradas más destacadas y estimulantes. En algunos de los textos apenas se han introducido modificaciones con respecto al original; muchos otros han sido sustancialmente reelaborados.

			El volumen que presentamos abarca muchos temas de filosofía moral, pero, por supuesto, es necesariamente selectivo. Las investigaciones que tienen lugar en el Centro Uehiro se centran no solo en las cuestiones clásicas de la moral, sino también en las emergentes. Y así, no es sorprendente que uno de los principales hilos argumentales del libro sea cómo debemos abordar los nuevos dilemas planteados por nuestro mundo moderno: la vergüenza de Internet, las familias con tres padres biológicos, los medicamentos que mejoran nuestra condición, etcétera. Con frecuencia esos problemas son especialmente arduos, dado que los avances científicos y tecnológicos parecen superar las intuiciones de las que disponemos para ocuparnos de ellos. Pero esto al mismo tiempo los vuelve más urgentes.

			Casi todos los textos están inspirados en algún suceso que haya salido en las noticias. Al escribir sobre cuestiones morales, lo habitual es que los filósofos no usen casos reales, sino experimentos mentales fuertemente simplificados: el tren sin frenos que va a matar a cinco personas, a no ser que cambiemos unas agujas para desviarlo hacia el lugar donde una persona está atada a las vías y morirá. Una acusación común que se formula en contra de esos experimentos es el déficit de realismo que los vuelve absurdos. Nuestras intuiciones al considerar un experimento mental, sostienen los críticos, no pueden ser trasladadas en ningún sentido útil al mundo real.

			Los casos discutidos en este libro no solo guardan parecido con la vida real, sino que son la vida real. Esto presenta un acertijo moral autónomo. Tras estas cavilaciones filosóficas hay historias verdaderas protagonizadas por personas reales, personas que merecen algo más que la fría e intelectual disección académica de sus vivencias, como si un patólogo realizara una autopsia. Todos los autores que colaboran aquí han tratado, creo, a las personas mencionadas en sus discusiones con el adecuado respeto. Pero en último término, la ética práctica, si ha de desempeñar alguna función útil, debe ser para personas reales con sentimientos reales que afrontan problemas reales y dilemas reales.

			El «blog de ética práctica», mientras tanto, sigue en marcha. Se encuentra disponible en: <http://blog.practicalethics.ox.ac.uk>.

			DAVID EDMONDS,
agosto de 2016

		

	
		
			Reconocimientos

			Cuando la idea de este libro fue tomando forma —un libro que requería la cooperación de numerosos filósofos—, la expresión «jaula de grillos» se me vino inmediatamente a la cabeza.

			Mis miedos no tenían razón de ser. Quienes han colaborado en este volumen constituyen un heterogéneo conjunto que incluye tanto filósofos consagrados de fama internacional como otros que están dando los primeros pasos de su carrera académica. Ha sido un placer trabajar con ellos, sin excepción. Desde aquí quiero expresarles mi agradecimiento.

			Aunque fue a mí a quien correspondió hacer la selección inicial de los textos, varios filósofos han aportado sus conocimientos para darme una valiosa segunda opinión. Estoy en deuda con Steve Clarke, Roger Crisp, Tom Douglas, Brian Earp, Neil Levy, Hannah Maslen, Ingmar Persson, Janet Radcliffe Richards, Rebecca Roache, Julian Savulescu y Dominic Wilkinson.

			Durante los últimos ocho años, he tenido el privilegio de disfrutar de una estancia de investigación en el Centro Uehiro para la Ética Práctica de Oxford. Me gustaría dar las gracias a todo el personal administrativo del centro, particularmente a Rachel Gaminiratne, Deborah Sheehan, Rocci Wilkinson y Miriam Wood. El sine qua non del centro es su director, Julian Savulescu, que fue quien primero tuvo la idea de este libro y lo impulsó con entusiasmo. Pero por encima de todo, me gustaría darle las gracias a la Fundación Uehiro para le Ética y la Educación por hacer todo esto posible gracias al generoso apoyo que les ha proporcionado al centro y a su personal.

			Quiero darles las gracias a Veronique Baxter y a David Higham, a mi madre, Hannah Edmonds por las correcciones, y al equipo de la OUP, Matthias Butler, Eleanor Collins, Lisa Eaton, Jen Moore y el editor estrella del Rock Peter Momtchiloff.

			«¿Por qué?, ¿por qué?, ¿por qué?». Buenas preguntas. Este libro está dedicado a los filósofos en ciernes Saul e Isaac Edmonds.
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			¿Ha llegado la hora de reconsiderar el Código Penal?

			ANDERS HERLITZ

			En tiempos recientes han empezado a proliferar en Internet sitios consagrados a dar a conocer a criminales convictos.

			Algunos de esos sitios de Internet afirman que su intención es «avergonzar» a los criminales; otros, que lo que pretenden es proporcionar información útil para mejorar la seguridad pública. Hay algunos que son legales y operan sin transgredir el ordenamiento jurídico; otros violan la ley.

			La revelación de que alguien es un exconvicto ha alcanzado una nueva dimensión en Suecia con el lanzamiento del sitio web Lexbase1. Esta página permite a los usuarios acceder a grandes bases de datos de decisiones judiciales acerca de individuos, compañías y números de documentos de identidad, y consultar un mapa en el que unos puntos rojos indican el lugar de residencia de los exconvictos. La base de datos incluye todas las condenas dictadas en Suecia durante los últimos cinco años. Mediante el pago de una pequeña cantidad (unas cinco libras u ocho dólares), los usuarios pueden obtener información detallada de un caso concreto. La página fue un éxito inmediato. En dos años había conseguido tres millones de visitas (la población de Suecia no llega a los diez millones de habitantes). Al tercer día la página fue pirateada2 y la información que contenía se distribuyó gratuitamente por otros rincones de Internet. Al cuarto día el proveedor del servicio cerró la página como consecuencia de las críticas recibidas en los medios de comunicación, tanto del Gobierno como del público en general, por la deficiente seguridad, mientras toda la base de datos se encontraba disponible en el sitio de intercambio de archivos The Pirate Bay. 

			Como he adelantado, Lexbase es un caso extremo, pero no único. En el Reino Unido hay un sitio web que ofrece un listado de pederastas; los usuarios también pueden informarse de dónde residen los criminales condenados en su momento (en este caso, delincuentes sexuales). En Estados Unidos, los usuarios de CriminalCheck.com tienen a su disposición un registro de agresores sexuales. Otros sitios de Internet se centran en determinados grupos sociales. Hay organizaciones racistas que difunden información acerca de criminales del mismo origen étnico.

			No parece probable que los legisladores, independientemente de cuáles sean sus deseos, vayan a ser capaces de evitar que esta información se disemine. Pero las consecuencias para los exconvictos oscilan entre la resignada amargura y la absoluta destrucción. Una condena de joven por robar en tiendas puede producir un leve sonrojo ante el vecindario. Pero ¿qué ocurre cuando la condena fue por abusar sexualmente de un niño? ¿Quién le va a alquilar una casa a un pederasta? ¿Quién va a dar trabajo a un pederasta? ¿Quién va a querer ser su amigo? Las consecuencias de la proliferación de este tipo de páginas constituyen un castigo extrajudicial para condenados que ya han cumplido sus penas.

			He aquí una novedad. Internet ha propiciado la generalización de un fenómeno que antes implicaba la participación de los medios de comunicación tradicionales y quedaba limitado a un reducido número de casos habitualmente protagonizados por celebridades. Los viejos medios de masas embadurnaban sus páginas con historias morbosas —como la condena de Roman Polansky por violación o el incidente de George Michael con un policía—, pero el 99 % de los casos no llegaban a ser conocidos por el público. En efecto, hoy en día asistimos a la creciente normalización de dos formas de castigo paralelas que han sido mutuamente excluyentes a lo largo de la historia. La primera, el Código Penal, tiene sus raíces en la Modernidad con la sustitución del castigo corporal por la reclusión institucional; la segunda se nutre de una mentalidad de masa, y de los instintos humanos de repulsión y venganza para marginar y humillar a los criminales.

			Todo esto plantea una importante cuestión: ¿debería tener en cuenta el sistema judicial las consecuencias de las sanciones extrajudiciales a la hora de imponer una pena?

			Si adoptamos el conocido principio de que las penas deben estar fijadas para cada tipo de crimen, la dualidad de sistemas punitivos se revela hondamente problemática. Hace años, cuando un tribunal condenaba a un violador a una pena de cárcel, el principal componente del castigo era su duración. Hoy en día el tribunal condena al violador a una pena de prisión y a los efectos de su inclusión en una base de datos de posibles delincuentes sexuales, efectos que pueden traducirse en dificultades para encontrar trabajo y un lugar donde vivir, humillación pública y ostracismo social. En otras palabras, la sentencia que antes equivalía al castigo X equivale ahora a X + Y. Por coherencia parece que deberíamos eliminar Y.

			La eliminación del castigo extrajudicial (Y) puede llevarse a cabo al menos de dos maneras. O bien modificamos nuestro Código Penal o nuestras prácticas jurídicas teniendo en cuenta los castigos extrajudiciales esperados, o bien ofrecemos compensaciones a los convictos por las inexorables pero previsibles consecuencias de sus condenas. De esta manera, las consecuencias que tendría para un violador su inclusión en sitios web de acceso público podrían considerarse equivalentes a una estancia de seis meses en prisión y su condena reducirse en la misma medida. También podríamos concederle al convicto algún beneficio como compensación por Y. Por ejemplo, el mismo violador podría disfrutar de unos años de reducciones fiscales, de un subsidio por desempleo más generoso y duradero o de un trato prioritario en el acceso a una vivienda social.

			Es verdad que el tribunal no tiene por qué ser capaz de anticipar las consecuencias de dictar una sentencia condenatoria. Pero hay al menos dos principios éticos que cuentan con una aceptación general que nos justifican a la hora de introducir correcciones que compensen efectos no pretendidos pero previsibles: la proporcionalidad y la consistencia. Las concepciones popular y académica de la justicia coinciden en que las penas impuestas por el Estado deben estar en relación —guardar una proporción— con el delito cometido. La introducción de castigos extrajudiciales supone un incremento de la pena, y la proporcionalidad obliga a ocuparse de esta cuestión. Otra idea que goza de amplia aceptación y sólidos fundamentos teóricos es que los mismos delitos deben ser castigados con las mismas penas al margen de las circunstancias de espacio y tiempo. Si las tecnologías de la información suponen que la misma condena sea un castigo peor ahora que hace veinte años, entonces el principio de consistencia implica que debemos incluirlas en nuestro planteamiento.

			Otra opción consiste en aceptar el castigo extrajudicial alegando que eso es lo que los violadores, asesinos y ladrones merecen. Ahora bien, si se toma este camino, lo mínimo que debemos hacer es ser honestos. Deberíamos reconocer que estamos condenando a los criminales a unas penas significativamente aumentadas, y que nuestra sociedad ha experimentado un giro hacia la adopción y aplicación simultánea de los modelos punitivos medieval y moderno.

			
				
					1http://digitaljournal.com/news/world/swedish-website-publishers-criminal-records/article/367829>.

				

				
					2http://sverigesradio.se/sida/artikel.aspx?programid=2054&artikel=5770189>. 
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			Castigos realzados. ¿Puede la tecnología hacer más larga la cadena perpetua?

			REBECCA ROACHE

			En agosto de 2013 la madre y el padrastro de Daniel Pelka fueron condenados a sendas cadenas perpetuas por su asesinato3. Daniel tenía cuatro años cuando murió en marzo de 2012. Durante sus últimos meses de vida fue golpeado, abandonado sin comida, sumergido bajo el agua hasta perder el conocimiento, privado de atención médica, confinado en un minúsculo cuarto sin nada más que un colchón sobre el que se esperaba tanto que durmiera como que defecara, humillado, sin el menor afecto y sometido a abusos grotescamente creativos, como ser forzado a tragar sal cuando pedía un vaso de agua. Su joven hermano fue testigo de esto, y los vecinos denunciaron haber oído los gritos de Daniel por la noche.

			Tanto la madre de Daniel, Magdalena Luczak, como su padrastro, Marius Krezolek, murieron en prisión mientras cumplían condena. Los defensores de la pena de muerte dirán que eso era lo que merecían. Pero ¿qué habría pasado si Luczak y Krezolek no hubieran muerto? ¿Tienen los sistemas judiciales que no prevén la pena de muerte recursos suficientes como para castigar adecuadamente semejantes crímenes?

			Si siguieran vivos, Luczak y Krezolek tendrían que pasar como mínimo treinta años en la cárcel. Las condiciones en las que hubieran cumplido condena habrían tenido que ajustarse por ley a ciertas normas. Los presos deben recibir agua y comida, instalarse en celdas limpias, disponer de un cuarto de baño con útiles de aseo, acceder a tratamientos médicos y disfrutar de períodos de esparcimiento y ejercicio al aire libre. Luczak y Krezolek no le concedieron a Daniel ninguna de estas cosas. Si uno es retribucionista, esto constituye una fuente de preocupaciones. El sistema penal británico es esencialmente retributivo. En un sistema retributivo, un castigo justo es un castigo proporcional. Sin embargo, las penas impuestas a Luczak y Krezolek no eran proporcionales a su crimen. ¿Hay algo que pueda hacerse al respecto?

			Hay quien sostiene que el castigo retributivo debe ser reemplazado por un enfoque novedoso como pueda ser la justicia restauradora4. No discutiré esto aquí. Mi intención es tomar en consideración cómo los retribucionistas pueden abordar el problema de que, en algunos casos, no es posible hacer que el castigo sea proporcional y a la vez humanitario y restringido a la actual esperanza de vida.

			Los retribucionistas pueden volver la mirada hacia la tecnología en busca de una manera de aumentar la severidad de las penas sin introducir modificaciones drásticas en el sistema legal del Reino Unido. He aquí algunas posibilidades.

			Aumento de la esperanza de vida: muchos transhumanistas creen que la ciencia no tardará en brindar a los seres humanos la oportunidad de mantener su salud indefinidamente. Aubrey de Grey, cofundador de la fundación SENS para la investigación antienvejecimiento, cree que la primera persona que vivirá mil años ya ha nacido5. En aquellos casos en los que una condena de treinta años sea considerada demasiado indulgente, los criminales convictos podrán recibir penas vinculadas al aumento de la esperanza de vida. Como resultado de ello, la reclusión carcelaria podría prolongarse a lo largo de cientos de años en vez de durar unas pocas décadas. Por supuesto, la sociedad tendría que correr con los gastos derivados de esas condenas. Ahora bien, si el aumento de la esperanza de vida se generalizara a toda la población, la vida laboral se prolongaría hasta compensar los costes.

			Mente en una computadora: a medida que la tecnología necesaria para escanear y cartografiar procesos cerebrales humanos va desarrollándose6, algunos argumentan que será posible transferir mentes a computadoras7. Podríamos entonces imprimir una mayor velocidad a la mente transferida a la computadora. Nick Bostrom llama «superinteligencia acelerada» a esa configuración incomparablemente más veloz de la inteligencia humana. Bostrom observa que una superinteligencia acelerada «podría leer un libro en unos pocos segundos y redactar una tesis doctoral en una tarde funcionando unas diez mil veces más rápido que un cerebro biológico. Si la velocidad se multiplicara por un millón, un milenio de pensamiento quedaría comprimido en ocho horas y media»8. Un criminal condenado podría cumplir una pena de mil años en ocho horas y media si su mente se subiera a una computadora y se hiciera funcionar un millón de veces más rápido de lo normal.

			Alteración de la experiencia del tiempo: hay diversos factores que pueden hacer que a una persona le parezca que el tiempo pasa más despacio. Entre estos factores se incluyen nuestro estado emocional9, el estado emocional que observamos en los demás10, la ingesta de sustancias psicoactivas11, la meditación tipo mindfulness12 y la temperatura corporal13. El tiempo parece transcurrir más lentamente para los niños que para los adultos, lo que puede tener que ver con la atención y el procesamiento de información14. Estos conocimientos podrían aplicarse al diseño y gestión del sistema penitenciario, de tal manera que las condenas pudieran prolongarse subjetivamente en el tiempo sin necesidad de ampliar su duración real.

			Funcionarios de prisión robóticos: la atención al bienestar de los empleados que trabajan en las prisiones limita las penalidades que podrían padecer los reos. Si el personal humano pudiera ser algún día reemplazado por robots, las restricciones derivadas de ese factor podrían desaparecer. La tecnología robótica ha producido ya coches autónomos15, lo que sitúa a los funcionarios de prisión robóticos dentro de los límites de lo posible.

			Por supuesto, a propósito de todas estas opciones se plantean preguntas concernientes a si los castigos reforzados son humanos y, desde una perspectiva más general, a qué condiciones debe cumplir un castigo para ser humano. Es importante debatir estas cuestiones antes de que el castigo se refuerce tecnológicamente. Pero para aquellos que se toman en serio el castigo retribucionista, la tecnología abre horizontes potencialmente interesantes para mejorar la justicia.

			
				
					3http://www.bbc.co.uk/news/uk-england-23544717>. 

				

				
					4http://en.wikipedia.org/wiki/Restorative_justice>. 

				

				
					5http://www.ted.com/talks/aubrey_de_grey_says_we_can_avoid_aging.html>.

				

				
					6  <http://www.fhi.ox.ac.uk/wp-content/uploads/brain-emulation-roadmap-report1.pdf>.

				

				
					7  <https://en.wikipedia.org/wiki/Mind_uploading>. 

				

				
					8  N. Bostrom (2010), «Intelligence Explosion: groundwork for a strategic analysis». Manuscrito inédito. 

				

				
					9  S. Droit-Volet, S. L. Fayolle y S. Gil (2011), «Emotion and time perception: effects on film-induced mood», Frontiers in Integrative Neuroscience 5, 33. 

				

				
					10 S. Gil y S. Droit-Volet (2011), «How do emotional facial expressions influence our perception of time?», en S. Masmoudi, D. Yan Dai y A. Naceur (eds.), Attention, Representation and Human Performance: Integration of Cognition, Emotion and Motivation (Londres, Psychology Press, Taylor & Francis). 

				

				
					11 M. Wittmann, O. Carter, F. Hasler, B. R. Cahn, U. Grimberg, P. Spring, D. Hell, H. Flohr y F. X Vollenweider (2007), «Effects of psilocybin on time perception and temporal control of behavior in humans», Journal of Psychopharmacology 21/1, 50-64. 

				

				
					12 R. S. Kramer, U. W. Weger y D. Sharma (2013), «The effect of mindfulness meditation on time perception», Consciousness and Cognition 22/3, 846-852. 

				

				
					13 J. H. Wearden y I. S. Penton-Voak (1995), «Feeling the heat: body temperature and the rate of subjective time, revisited», The Quarterly Journal of Experimental Psychology Section B: Comparative and Physiological Psychology 48/2, 129-141. 

				

				
					14 R. P. Gruber, L. F. Wagner y R. A. Block (2000), «Subjective time versus proper (clock) time», en M. Saniga, R. Buccheri y V. Di Gesù (eds.), Studies on the Structure of Time: From Physics to Psycho(patho)logy (Nueva York: Kluwer Academic/Plenum Publishers).

				

				
					15http://www.robots.ox.ac.uk/~mobile/wikisite/pmwiki/pmwiki.php>. 
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			Grados de daño sexual

			BRIAN D. EARP

			¿Debería estar permitido el aborto en caso de violación?16. El republicano Todd Akin —durante su campaña de 2012 para el Senado de Estados Unidos— afirmó que no debería estarlo. Su razonamiento era el siguiente:

			Por lo que tengo entendido según los médicos, [el embarazo resultante de una violación] rara vez se produce. Si se trata de un caso genuino de violación, el cuerpo de la mujer tiene maneras de cerrarse por completo. Pero supongamos que acaso eso no funcione o cualquier otra cosa. Pienso que debería haber algún tipo de castigo. Pero el castigo debe ir en contra del violador y no del niño17.

			De hecho, no parece haber base científica para decir que el trauma de una relación sexual forzada pueda interrumpir la ovulación o evitar el embarazo de cualquier otra manera. El Congreso Americano de Tocólogos y Ginecólogos (ACOG) emitió la siguiente declaración:

			Las recientes afirmaciones de un miembro de la Cámara de Representantes de Estados Unidos sugiriendo que «las mujeres que son víctimas de una “violación propiamente dicha” rara vez se quedan embarazadas» son inexactas desde un punto de vista médico, ofensivas y peligrosas [...] Cualquier persona que tenga una relación sexual en contra de su voluntad es víctima de violación, un crimen abominable. No hay grados de violación. Insinuar lo contrario es inexacto e insultante, y trivializa las graves secuelas físicas y psicológicas que deben arrostrar las víctimas de violación18.

			Hay algo curioso en este comunicado de prensa. Además de las precisiones relativas a hechos científicos, que la ACOG puede hacer desde una posición inmejorable, se añaden referencias a cuán «ofensivas» e «insultantes» fueron las opiniones de Akin, a la vez que se asegura que no hay «grados de violación».

			Creo que esto es un problema. Es más: pienso que las palabras que la ACOG escogió pueden servir en realidad para minar los esfuerzos de los activistas anti-violación por reducir la incidencia de los delitos sexuales.

			¿NO HAY GRADOS DE VIOLACIÓN?


			Empecemos por la afirmación de que no hay «grados de violación». Uno puede suponer que con esto se pretende refutar la noción de «violación propiamente dicha» o real, que parece implicar la existencia de tipos —o grados— de violación que (por contraste) no deberían ser considerados «propiamente dichos» o reales. Al usar esta expresión, Akin trataba de referirse, según parece, a una violación especialmente violenta o traumática, puesto que, según la desacreditada teoría de que «la violación bloquea la posibilidad de embarazo», se dice que una tensión fuerte activa las defensas corporales.

			Pero al margen de lo que se pretenda querer decir con ella, considero que la frase «no hay grados de violación» puede traerle problemas inesperados al activismo anti-violación.

			La violación es algo que tiene que ser definido. De hecho, ha sido definido de diferentes maneras en los diversos ordenamientos jurídicos a lo largo del tiempo. El FBI definía antes la violación como «el conocimiento carnal de una mujer a la fuerza y en contra de su voluntad». Hoy en día la define como «la penetración, no importa lo leve que sea, de la vagina o el ano con cualquier parte del cuerpo u objeto, o la penetración oral por el órgano sexual de otra persona sin el consentimiento de la víctima»19. Las Naciones Unidas han elaborado su propia definición, al igual que la Organización Mundial de la Salud y otros organismos.

			Además, hay diferentes tipos de violación (según algunas clasificaciones) que tienen en cuenta cosas como la motivación subyacente a la agresión, la relación entre el perpetrador y la víctima, el contexto en el que se produce, el método que sigue, etcétera. Las fronteras del consentimiento no siempre se transgreden con la misma claridad ni es siempre tan obvia la intención con la que se irrumpe en la autonomía sexual de otra persona20.

			Eso sí, lo que parece más allá de toda disputa es que la respuesta física y psicológica de una persona a una violación puede variar enormemente dependiendo de estos y otros factores. Sin embargo, eso es algo que la aseveración de que «no hay grados de violación» —en conjunción con la descripción a cargo de la ACOG de la violación como un crimen «abominable» con «repercusiones para todas las víctimas»— puede terminar desdibujando. En efecto, la violación no es una categoría unitaria, metafísicamente determinada; es un fenómeno cargado de valores, definido en términos socio-legales. Sus causas son múltiples y sus efectos son múltiples. La violación es complicada.

			LA CUESTIÓN DEL DAÑO SEXUAL


			¿Por qué es esto importante? Una razón por la que es importante es que mucha gente no se percata de la variedad de actos sexuales y de situaciones en las que pueden darse, que pueden causarle un daño serio a otra persona. Hablar de la violación como de algo monolítico que siempre es igual —y que produce inexorablemente «graves secuelas físicas y psicológicas», como sostiene el comunicado de prensa de la ACOG— consolida la tópica percepción de que es algo que se produce en callejones oscuros a punta de pistola. Considérese como un buen ejemplo un relato satírico de The Onion al hilo de Akin y sus comentarios:

			El alivio de una mujer embarazada al enterarse de que la violación que sufrió no fue una violación propiamente dicha.

			A pesar de su inicial malestar tras la agresión sexual que la dejó embarazada el mes pasado, la víctima, Martha Byars, confesó ante los reporteros que el pasado domingo se sintió reconfortada al saber gracias al republicano Todd Akin, de Missouri, que el hecho de que fuera capaz de concebir un hijo sin pretenderlo prueba que, después de todo, no fue realmente violada.

			«Que me obligaran violentamente a tener relaciones sexuales fue lo peor que me había pasado en mi vida, así que me siento mucho más tranquila ahora que sé que no fue realmente una violación», dijo Byars acerca del brutal suceso en el que fue abordada por un extraño en un callejón oscuro, retenida contra el suelo y penetrada en contra de su voluntad durante veinticinco minutos. «Fue verdaderamente horrible —sentí que me estaban violando de la peor manera imaginable—, pero gracias al congresista Akin, me doy cuenta ahora de que, al fin y al cabo, hasta cierto punto debió de ser consentido»21.

			La intención de esta sátira está clara y lo fundamental de su sombrío sentido se expresa de manera más o menos eficaz. Pero también pone de manifiesto un problema del discurso acerca de la violación en nuestra sociedad, del que resulta una representación mental colectiva según la cual la violación ha de ser algo parecido a lo que experimenta Martha Byars según The Onion. Ahora bien, no es ese el único tipo de sexo que desde el punto de vista legal se considera violación; y no es el único tipo de sexo que conlleva problemas morales.

			Cuando una persona es sexualmente penetrada sin su consentimiento, el violador no suele ser un extraño. De acuerdo con una fuente22, las estadísticas se desglosan de esta manera:

			—Alguien de quien la víctima encuestada estaba enamorada: 46 %

			—Una persona cercana a la víctima encuestada: 22 %

			—Un conocido: 19 %

			—El marido: 9 %

			—Un extraño: 4 %

			Así pues, debemos abandonar el modelo de violación del «extraño en un callejón» y empezar a ocuparnos de los diversos tipos de secuelas que pueden seguirse del sexo no consentido entre conocidos, amigos, amantes, cónyuges, etcétera.

			Moralmente el objetivo está claro: se trata de que las relaciones sexuales se den porque ambas partes así lo han querido (siendo además competentes para prestar su consentimiento). El extremo más alejado de este objetivo es el asalto violento a punta de pistola. En algún punto medio no tan alejado puede estar el encuentro no violento y generosamente regado de alcohol entre personas que quieren tener relaciones sexuales y están de acuerdo en tenerlas, pero cuya capacidad para prestar su consentimiento de manera inequívocamente válida está atenuada por su estado de ebriedad. En un punto más próximo al objetivo puede situarse la persona que acepta verbalmente tener una relación sexual a pesar de no tener ganas. El sexo dañino —definiciones de violación aparte— puede adoptar muchas formas, y el grado de daño no es el mismo en todos los casos y situaciones.

			De hecho, el impacto psicológico de las diversas formas de sexo no consentido puede variar a lo largo de una escala bastante amplia, y no necesariamente de las maneras en las que pueda pensarse en un primer momento. Si un amigo o la pareja se propasa, esa vulneración de la confianza puede tener en la víctima un efecto intenso —acaso un efecto todavía más intenso que si se hubiera tratado de una relación sexual forzada con un extraño—. Asimismo, buena parte del sexo dañino se produce sin que el agresor se dé cuenta de que está cometiendo una violación —probablemente porque supone que una «auténtica» violación es el tipo de cosa que solo puede hacer un criminal de aspecto peligroso mientras amenaza a la víctima con un arma—.

			CONCLUSIÓN


			Si queremos que haya menos delitos sexuales en el mundo, entonces debemos tener en cuenta que el daño puede producirse de diferentes maneras y promover un debate acerca de la violación que lleve a hombres y mujeres a plantearse la cuestión del consentimiento en situaciones distintas a la de un callejón oscuro. Necesitamos matices. La declaración de la ACOG fue sin duda redactada con las mejores intenciones, pero su tono «ofendido» y la imagen que proyectaba de la violación como algo que no admite grados, como algo que es «abominable» en todas sus manifestaciones y que inexorablemente produce secuelas graves, cae en la paradoja de perpetuar una concepción de la violación —el modelo del «extraño» de The Onion— que en realidad desdibuja la más diversa y compleja variedad de agresiones que pueden producirse en el caótico mundo real de la interacción sexual. 

			
				
					16 Para una versión más amplia de este texto, véase: B. D. Earp (2015), «“Legitimate rape”, moral coherence and degrees of sexual harm», Think 14/41, 9-20. 

				

				
					17 C. Jaco (19 de agosto de 2012). Entrevista completa con Todd Akin, Jaco Report, <http://fox2now.com/2012/08/19/the-jaco-report-august-19-2012/>. 

				

				
					18 ACOG (20 de agosto de 2012). Declaración sobre la violación y el embarazo: <http://www.acog.org/About-ACOG/News-Room/News-Releases/2012/Statement-on-Rape-and-Pregnancy>. 

				

				
					19 FBI (11 de diciembre de 2014), «Frequently Asked Questions about the change in the UCR Definition of Rape», <http://www.fbi.gov/about-us/cjis/ucr/recent-program-updates/new-rape-definition-frequently-asked-questions>. 

				

				
					20 B. D. Earp (28 de septiembre de 2015), «1 in 4 Women: How the Latest Sexual Assault Statistics Were Turned into Click Bait by the New York Times», The Huffington Post, <http://www.huffingtonpost.com/Brian-earp/1-in-4-women-how-the-late_b_8191448.html>. 

				

				
					21 Anónimo (20 de agosto de 2012), «Pregnant Woman Relieved To Learn Her Rape was Illegitimate», The Onion, <http://www.theonion.com/pregnant-woman-relieved-to-learn-her-rape-was-illegitim-1819573785>. 

				

				
					22 S. A. Rathus, J. S. Nevid y L. Fichner-Rathus (1997), Human Sexuality in a World of Diversity (Boston, MA, Allyn & Bacon). 
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			Una objeción en contra del derecho a llevar armas de fuego

			JEFF MCMAHAN

			Hoy morirán en Estados Unidos unas treinta personas como consecuencia de los disparos de un arma de fuego, esto sin incluir suicidios. Muchas más serán heridas. Puedo hacer esta predicción con bastante seguridad porque ese es el número medio de homicidios que se cometen al día con arma de fuego en Estados Unidos. Como esas muertes ya forman parte de la rutina, ni siquiera los medios de comunicación locales suelen informar de ellas. Solo cuando el número de muertos es significativo, especialmente si entre ellos hay niños o han sido escogidos al azar, se considera que vale la pena poner el suceso en conocimiento del público.

			Sin embargo, los esfuerzos por regular la posesión de armas de fuego en Estados Unidos han fracasado una vez tras otra.

			La defensa pública a favor del derecho a llevar armas de fuego se basa fundamentalmente en dos aseveraciones: una tiene que ver con los hechos; la otra, con los principios morales. La aseveración fáctica es que los miembros de la sociedad en su conjunto están más seguros cuando la mayoría de ellos tiene armas de fuego. Esto se debe a que cuando los agresores tienen motivos para creer que sus posibles víctimas van armadas, aumenta la probabilidad de que se abstengan de actuar. La aseveración que enarbola principios morales es que todo individuo tiene derecho a la autodefensa, lo cual implica que también tiene derecho a que no se le prive de los medios más eficaces para garantizar su seguridad, ni se le impida acceder a ellos. Estas aseveraciones son independientes. La mayoría de quienes las invocan consideran que la segunda seguiría siendo verdadera, aunque la primera resultara ser falsa.

			Los defensores del derecho a llevar armas (a quienes me referiré como «los defensores») suelen argumentar a favor de la aseveración fáctica apelando a registros estadísticos, como los que aseguran que cuando una ciudad prohíbe las armas de fuego, las tasas de homicidios y crímenes violentos aumentan en vez de disminuir. La aseveración que enarbola principios recibe su apoyo de una analogía con un caso individual. Supóngase que una persona está a punto de ser asesinada por un criminal, pero tiene una pistola que puede usar para defenderse. Mientras el criminal se acerca, una tercera persona le quita la pistola a la posible víctima, que como consecuencia de ello muere asesinada. Está claro que la persona que interviene vulnera el derecho de la víctima a defenderse. Lo mismo ocurre, de acuerdo con los defensores, cuando el Estado deja a sus ciudadanos sin armas o impide que puedan tenerlas. Siempre que una persona sufre algún daño en una situación en la que habría podido defenderse si hubiera tenido un arma de fuego y carece de ella debido a las restricciones que impone el Estado, se ha vulnerado su derecho a la autodefensa.

			Pueden decirse muchas cosas acerca de estas dos aseveraciones. Las estadísticas mencionadas arriba, por ejemplo, no recogen los cambios que experimenta una comunidad cuando los ciudadanos dejan de tener armas de fuego con respecto a cuando las tenían; a lo sumo, ilustran lo que ocurre cuando las personas que cooperan con las autoridades renuncian a sus armas de fuego, pero los criminales las conservan. Cabe añadir que, si el bando de los defensores en Estados Unidos se creyera realmente sus propias estadísticas, no se habría opuesto con tanta determinación a la financiación gubernamental de las investigaciones empíricas sobre violencia y armas de fuego (empeño en el que tuvieron gran éxito). En cuanto al ejemplo que pretende servir como argumento a favor de la aseveración sobre principios, la analogía entre la víctima desarmada ante una amenaza inmediata y la restricción o prohibición de la posesión privada de armas de fuego a toda la sociedad tiene algunas debilidades. La verdadera analogía es con un escenario en el que una tercera instancia desarma tanto al agresor como a la víctima y le proporciona protección a esta última.

			No obstante, la objeción que voy a presentan en contra de las dos aseveraciones fundamentales de los defensores es otra. Propongo que les pongamos a prueba imaginando una situación en la que los individuos están permanentemente sometidos a un gran riesgo de ser arbitrariamente agredidos e incluso asesinados, pero en la que el Estado emplea toda su fuerza de coacción en evitar que tengan no solo armas de fuego, sino en general cualquier medio de autodefensa. El Estado les obliga a confiar como garante de su seguridad en una organización de defensores que, al igual que la policía en la sociedad doméstica, no puede acompañarles a todas partes para protegerles. Lo que los defensores dicen burlonamente de la policía —«cuando un segundo es crucial, la policía solo va con unos minutos de retraso»— también puede aplicarse a esta organización de defensores. Las aseveraciones fundamentales de los defensores deben aplicarse con más fuerza a las personas en las circunstancias imaginadas. Parece que esas personas, que están en constante peligro de ser injustamente agredidas o asesinadas, estarían más seguras si tuvieran armas de fuego para protegerse, y que el Estado vulnera su derecho a la autodefensa al impedir que las tengan y confiscárselas si han podido adquirirlas.

			Ahora bien, en mi opinión esto es falso. Los filósofos morales contemporáneos son conocidos, acaso sin muy buena fama, por el frecuente uso que hacen de ejemplos hipotéticos. El ejemplo que acabo de esbozar es hipotético, pero describe las condiciones que rigen en una institución real: la cárcel.

			La población reclusa contiene una proporción inusualmente significativa de personas con disposición a la violencia. Y los reclusos suelen formar grupos o bandas rivales que reflejan sus inclinaciones antes de entrar en prisión, por lo que introducen en el ecosistema carcelario antagonismos preexistentes. Sin protección, los presos, sobre todo los más débiles, tienen una probabilidad mucho mayor de ser agredidos que la mayoría de la gente que no está en la cárcel. Sin embargo, el Estado les niega cualquier medio de autodefensa, obligándoles a confiar en guardias armados y en determinadas salvaguardias físicas e institucionales como garantes de su seguridad.

			Si la lógica que subyace a los argumentos de los defensores fuera correcta, entonces los presos estarían más seguros si se les permitiera llevar armas de fuego y no tuvieran que confiar en los guardias para que les protegieran. El conocimiento de que los demás están o al menos pueden estar armados disuadiría de cualquier intento de agresión. Esto reproduce el argumento del defensor de que los ciudadanos están más seguros si están armados y no solo confían en la protección que pueda darles la policía. Por supuesto, si los prisioneros estuvieran armados, podrían en no pocas ocasiones defenderse de los guardias, por lo que la protección encomendada a la institución penitenciaria sería menos eficaz. Pero presumiblemente los defensores esgrimen su argumento empírico sobre la base de la intuición de que, si la totalidad o la mayoría de los ciudadanos estuviera en todo momento armada, la policía tendría que desistir y con frecuencia dejaría de cumplir su función de garantizar la seguridad.

			No hace falta mucha imaginación para adivinar que los presos confinados y en posesión de armas de fuego, con guardias o sin ellos, no estarían más protegidos que los presos sin armas de fuego pero con guardias. Esto se manifiesta con especial claridad en el caso de cualesquiera presos que no tengan armas de fuego cuando otros sí las tienen. La idea de que solo algunos presos puedan tener armas de fuego es plenamente consistente con la postura a favor del derecho a llevar armas de fuego. La tesis típica de los defensores es que el derecho a la autodefensa implica el derecho a no ser privado de la posesión de un arma de fuego ni de la posibilidad de adquirirla. No sostienen que la gente tenga el derecho positivo a que el Estado la equipe con un arma de fuego. Así pues, su punto de vista parece consistir en que, si bien el Estado no debería impedir que los presos adquieran armas de fuego, no tiene por qué proporcionárselas a aquellos que no están en disposición de conseguirlas de otra manera. Quienes no puedan conseguir un arma de fuego tendrán que confiar su protección a alguien que tenga una, al igual que, en la sociedad ideal de los defensores, aquel que no pueda comprar o usar un arma de fuego —como un niño o determinadas personas con discapacidades— tienen que contar con la generosidad de los demás para que le protejan.

			Los defensores responderán sin duda alegando que su punto de vista no les compromete con la aseveración de que el Estado vulnera el derecho de los presos a la autodefensa al impedirles acceder a armas de fuego. Pueden esgrimir, por ejemplo, que los criminales convictos han perdido su derecho a la posesión de armas de fuego. Ahora bien, nadie puede perder el derecho a la autodefensa contra una agresión injusta. Considérese una modificación del ejemplo de los propios defensores. Supóngase que un criminal convicto —un antiguo miembro de la mafia temporalmente puesto en libertad por razones humanitarias que lleva una pistola para protegerse de un ajuste de cuentas— será asesinado por un sicario salvo que use el arma en defensa propia. Entonces, alguien que le priva del arma dejándole por ello a merced del sicario parece vulnerar su derecho a la autodefensa. Eso puede no ser verdad si el criminal, tras usar la pistola como medio de autodefensa, se dedica a amenazar con ella a personas inocentes. De la misma manera, los presos podrían perder su derecho a disponer de medios eficaces de autodefensa si también pudieran usar esos mismos medios para amenazar a personas inocentes fuera de la prisión. Pero no parece que pierdan su derecho a disponer de medios eficaces de autodefensa en el caso de las agresiones procedentes de otros presos.

			Se diría, sin embargo, que es indiscutible que el Estado no vulnera ningún derecho de los presos al negarles el acceso a las armas de fuego como medio de autodefensa. Esto resulta especialmente claro si el preso tiene una mayor expectativa de seguridad frente a asaltos y homicidios cuando todos ellos están protegidos por los guardias de la prisión que cuando se les permite adquirir armas de fuego para su autodefensa. El derecho a la autodefensa no es fundamental, pero deriva del derecho más elemental a la integridad física. Así pues, la prohibición de la posesión de armas de fuego no vulnera los derechos de los presos si se aumenta su seguridad evitando que se vean en la necesidad de echar mano de una pistola para proteger su vida. Y lo mismo puede decirse fuera de la prisión, donde, al menos en Estados Unidos, una persona tiene más probabilidades de morir asesinada que si estuviera encarcelada1.

			
				
					1 En Estados Unidos la tasa de homicidios en 2011 fue de 4,7 por cada 100.000 habitantes. En las cárceles locales, entre 2000 y 2010, fue de 3 por cada 100.000 habitantes. Véase Brian Palmer (19 de junio de 2013), «Which Is Safer: City Streets or Prison?», Slate, <http://www.slate.com/articles/news_and_politics/explainer/2013(06/murder_rate_in_prison_is_it_safer_to_be_jailed_than_free.html>. 
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			El peligroso (e irrelevante) experimento mental de McMahan

			ALLEN BUCHANAN Y LANCE K. STELL

			McMahan dice que la argumentación a favor de la posesión de armas de fuego se basa en dos aseveraciones: una empírica y la otra moral. La aseveración empírica es que estamos más seguros cuantas más armas de fuego haya en manos privadas. La aseveración moral es que si alguien sufre un ataque indebido bajo unas condiciones en las que el Estado impide el acceso a las armas de fuego, entonces el Gobierno ha vulnerado su derecho a la autodefensa. Pero no es necesario recurrir a ninguna de las dos aseveraciones para argumentar a favor de la posesión de armas de fuego. Para obtener un argumento fuerte a favor de la posesión de armas de fuego, uno solo necesita: 1) la suposición de que no se debería privar a la gente de los medios necesarios para ejercer el derecho a la autodefensa armada; 2) una manera de refutar la aseveración de que esa suposición no es válida.

			McMahan trata de refutar la aseveración fáctica a partir del recurso a una analogía entre las prisiones y la sociedad. Dice que permitir que los reclusos tengan armas de fuego les haría estar menos protegidos y que eso demuestra que, al privarles del acceso a las armas de fuego, el Estado no vulnera su derecho a la autodefensa. La analogía hace aguas.

			En primer lugar, uno puede sostener que, debido a los crímenes que han cometido, los reclusos han perdido algunos elementos del derecho a la autodefensa armada, incluyendo el derecho a tener armas de fuego2. McMahan despacha rápidamente esta posibilidad diciendo que nadie puede perder el derecho a la autodefensa contra agresiones indebidas. No da razones de por qué esto es así, pero la cuestión no es si alguien puede perder el derecho a la autodefensa contra agresiones indebidas, sino si puede perder el derecho a acceder a armas de fuego. Además, si fuera verdad que a nadie se le puede privar de contar con los medios necesarios para repeler con éxito agresiones indebidas, se seguiría que el encarcelamiento masivo vulnera el derecho a la autodefensa —al fin y al cabo, si alguien está en prisión, no puede huir de su agresor ni adquirir un arma—. Pero si el sistema penitenciario vulnera a gran escala el derecho de los reclusos a la autodefensa, también socava la analogía con las prisiones en la que McMahan basa su estrategia.
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